
Frederickson George H. Hacia una nueva Administración Pública.

Con pleno reconocimiento de sus riesgos, éste es un ensayo sobre la nueva administración pública. Su primer propósito
es presentar mi in­terpretación y mi síntesis de la nueva administración pública, tal como surgió en la Conferencia de
Minnowbrook sobre la Nueva Administra­ción Pública. Su segundo propósito es describir cómo tal interpretación y síntesis se
relaciona con el más vasto mundo del pensamiento y la práctica administrativos. Y el tercero es interpretar lo que
aquélla signi­fica para la teoría de la administración, y a la inversa. 
Dar el adjetivo "nuevo" a cualquier cosa es asunto delicado. El riesgo se duplica cuando se atribuye novedad a ideas,
pensamientos, concep­tos, paradigmas o teorías. Quienes hablan de un pensamiento nuevo, suelen considerar el
pensamiento anterior como viejo o caduco', o ambas cosas. Como respuesta, los autores del pensamiento anterior se
ponen a la defensiva y se inclinan a sugerir que "aparte de haber envuelto el pensamiento anterior en un vocabulario
nuevo, hay pocas cosas real-mente nuevas en el llamado pensamiento nuevo". Aceptemos, por tan­to, esta condición.
Partes de la nueva administración pública serían reconocidas por Platón, Hobbes, Maquiavelo, Hamilton y Jefferson, y por
muchos teóricos modernos de la conducta. La novedad está en el modo en que se teje la urdimbre, no necesariamente
en los hilos que se utilizan, y en los argumentos sobre el uso adecuado de la tela... por muy rala que sea. 

Los hilos del paño de la administración pública son bien conocidos. Herbert Kaufman los describe sencillamente como
la búsqueda de estos valores básicos: representatividad, competencia políticamente neutral y liderazgo ejecutivo? En
diferentes tiempos se pone más énfasis en uno u otro de estos valores. La representatividad fue sobresaliente en la
era jacksoniana. La reacción final fue el movimiento de reforma que subra­yaba la competencia neutral y el liderazgo
ejecutivo. Hoy estamos pre­senciando una gran rebelión contra estos valores, acompañada por la búsqueda de nuevos
modos de representatividad. 

Otros han sostenido que los cambios ocurridos en la administración pública se asemejan a un juego de suma cero entre
la eficiencia adminis­trativa y la capacidad de respuesta política ante el pueblo. Todo aumen­to en la primera resulta a
priori en una pérdida de la capacidad de res-puesta. Estamos entrando sencillamente en un periodo en el cual la
segunda deberá comprarse a costas de la eficiencia administrativa. 

Los dos modelos de valor de la administración pública que acabamos de describir, el dicotómico y el tricotómico, son
correctos como genera­lizaciones burdas. Pero tienen el defecto de las generalizaciones burdas: no toman en cuenta la
gran variación, a menudo rica y a veces sutil, que hay ahí. Además, la generalización no explica aquellas partes de la
ad­ministración pública que están más allá de su propia esfera. Describir lo que significa la nueva administración
pública para la teoría de la orga­nización es un proceso por el cual se puede dar sustancia a estas gene­ralizaciones.
Pero antes es necesario esbozar brevemente lo que este autor entiende por nueva administración pública. 

¿QUÉ ES LA NUEVA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA? 

Los educadores tienen como objetivo básico (y como más conveniente razón de ser) extender y trasmitir el
conocimiento. La policía impone la ley. Las dependencias de salud pública alargan la vida combatiendo las
enfermedades. Y además hay bomberos, sanitarios, trabajadores socia-les, diplomáticos, militares, etc. Todos están
empleados por entidades públicas, y cada especialización o profesión tiene su propio conjunto sustantivo de objetivos y,
por tanto, su razón de ser. 

Entonces, ¿qué es administración pública?2 ¿Cuáles son sus objetivos y su razón de ser? 

La respuesta clásica siempre ha sido la administración eficiente, eco­nómica y coordinada de los servicios antes
enumerados. El centro de interés se ha puesto en la administración de más alto nivel (la de la ciudad, por ejemplo), o en
los servicios básicos del personal auxiliar (presupuestación, organización y administración, análisis de sistemas,
planificación, personal, compras). La razón de ser de la administración pública casi siempre es una administración mejor
(más eficiente o eco­nómica). La nueva añade la igualdad social a los objetivos y la razón de ser clásicos. La
administración pública convencional o clásica intenta responder a una de estas preguntas: 1) ¿cómo podemos ofrecer
más o mejores servicios con los recursos disponibles (eficiencia)? o 2) ¿cómo podemos mantener nuestro nivel de
servicios mientras gastamos menos dinero (economía)? La nueva administración pública añade esta pre­gunta:
¿aumenta este servicio la igualdad social? 

Aquí, la expresión igualdad social se utiliza para resumir el siguiente conjunto de premisas de valor. El gobierno pluralista
discrimina siste­máticamente en favor de las burocracias estables y establecidas y su especializada clientela minoritaria
(el Departamento de Agricultura y los grandes granjeros, por ejemplo), en contra de aquellas minorías (tra­bajadores de
las granjas, ya sean migratorios o permanentes, por ejem­plo), que carecen de recursos políticos y económicos. El
resultado es la continuación de desempleo, pobreza, enfermedades e ignorancia y de­sesperanza generales en una
época de crecimiento económico sin prece­dentes. Esto resulta moralmente condenable y si no se modifica y es de larga
duración, constituirá una amenaza fundamental a la viabilidad de este sistema político o de cualquier otro. La privación
continua_en medio de la abundancia engendra una inconformidad general. A la in-conformidad sigue la represión, la cual
a su vez va seguida de mayor inconformidad, y así sucesivamente. Una administración pública que no se esfuerce por
lograr cambios que traten de corregir la priva­ción de las minorías, probablemente será utilizada, a la postre, para reprimir
a esas minorías. 

Por muy diversas razones —tal vez las más importantes de las cuales sean las legislaturas de comité, las burocracias
bien atrincheradas, los procedimientos no democratizados de partidos políticos, la desigual capacidad de recabar
ingresos en los gobiernos menores del sistema federal—, los procedimientos de la democracia representativa operan hoy
en una forma que no intenta (o que lo hace sólo gradualmente) revertir la discriminación sistemática contra las minorías
que se encuen­tran en desventaja. Así, la igualdad social incluye actividades tendientes a fortalecer el poder político y el
bienestar económico de estas minorías. 

Un compromiso fundamental con la igualdad social significa que la nueva administración pública intenta enfrentarse a la

INEP Internet para el profesional de la política

http://inep.org Potenciado por Joomla! Generado: 1 September, 2009, 10:42



afirmación de Dwight Waldo de que el campo nunca ha dado acomodo satisfactorio a las implicaciones teóricas de la
participación en "política" y en la crea­ción de políticas? La dicotomía entre política y administración carece de un aval
empírico, pues es bastante claro que los administradores a la vez ejecutan y hacen la política. El continuum entre política
y administración es más preciso empíricamente, pero sólo presupone la cuestión teórica. La nueva administración pública
intenta responderle de esta manera: los administradores no son neutrales. Deberían estar comprometidos con la buena
administración y con la igualdad social como valores, como cosas que deben alcanzarse o como sus razones de ser. 

Un compromiso fundamental con la igualdad social significa que la nueva administración pública está decididamente
consagrada al cam­bio. Dicho en palabras sencillas, la nueva administración pública trata de cambiar las políticas y
estructuras que sistemáticamente inhiben la igualdad social. Esto no es buscar el cambio por el cambio mismo ni pedir
altera­ciones de las funciones relativas a administradores, ejecutivos, legisla-dores o tribunales en nuestras formas
constitucionales básicas. Edu­cadores, agricultores, policías y similares pueden esforzarse por lograr cambios que
favorezcan sus objetivos y oponerse a los que amenacen esos objetivos, todo dentro del marco de nuestro sistema
gubernamen­tal. Del mismo modo funciona la nueva administración pública, para buscar los cambios que favorezcan sus
objetivos: buena administración, eficiencia, economía e igualdad social. 

Un compromiso con la igualdad social no sólo incluye la búsqueda del cambio, sino también los intentos de encontrar
formas organizativas y políticas que muestren capacidad de flexibilidad continua o cambio rutinizado. La burocracia
tradicional tiene una demostrada capacidad de estabilidad, en realidad, de ultraestabilidad4 La nueva administra­ción
pública, en su busca de estructuras cambiables, tiende, por tanto, a experimentar o a proponer formas burocrático-
organizativas modifica-das. La descentralización, la devolución, los proyectos, los contratos, la mayor sensibilidad, el
desarrollo de organizaciones, la expansión de la responsabilidad, la confrontación y participación del cliente son con­ceptos
esencialmente contraburocráticos que caracterizan la nueva ad­ministración pública. Tienden a favorecer el cambio
tanto burocrático como político y, por ello, a aumentar las posibilidades de igualdad so­cial. De hecho, un catedrático
importante de uno de los mayores y mejor conocidos programas de maestría en administración pública del país describió
ese programa como "formado para producir agentes del cam­bio o especialistas en desarrollo de organizaciones". 

Otros conceptos organizativos que pueden considerarse favorecedo­res del cambio en dirección de la justicia social son,
por ejemplo, los sistemas de programación, planificación y presupuestación, los inven­tarios dé talento ejecutivo y los
indicadores sociales. Casi siempre son pre­sentados a modo de ejemplos de buena administración (de ello son pruebas
McNamara y la PPB) como estrategia básica, porque resulta imprudente pedir abiertamente el cambio .5 Sin embargo,
la PPB puede emplearse como recurso básico para el cambio (en el caso de McNamara, para tratar de arrancar el
control a los servicios uniformados, pero en nombre de la eficiencia y la economía). El inventario de ejecutivos se puede
utilizar para alterar el carácter de los más alto$ niveles de una burocracia particular, fomentando así las posibilidades
de cambio. Los indicadores sociales se inventaron para mostrar la variación de las cir­cunstancias socioeconómicas, con la
esperanza de que se intentaran mejorar las condiciones de quienes, según se demuestra, están en des­ventaja.6
Estos tres conceptos tiénen sólo una neutralidad superficial o carácter de buena administración. Bajo la superficie, son
recursos con los cuales los administradores y ejecutivos tratan de lograr el cambio. No es sorprendente que gocen de
tanto favor en los círculos de la admi­nistración pública. Y no debería extrañar que los economistas y politó­logos del
campo "pluralista" consideraran que recursos como la PPB amenaza fundamentalmente su concepto del gobierno
democrático.? Aunque sean más sutiles en la cuestión del cambio, la PPB, los inventarios de ejecutivos y los
indicadores sociales son del mismo género que las técnicas de cambio más frontales, como la intensificación de la
sensibi­lidad, proyectos, contratos, descentralización y similares. Todos ellos favorecen el cambio, y el cambio es básico
para la nueva administración pública. 

El compromiso de ésta con la igualdad social implica un fuerte go­bierno administrativo o ejecutivo —lo que Hamilton llamó
"energía en el ejecutivo"—. Se reconocen cada vez más las facultades de las partes administrativas del gobierno para
formular políticas. Además, una for­ma fundamentalmente nueva de acceso y representatividad políticas está
manifestándose hoy en la administración del gobierno, y podría ser que este acceso y representatividad fuesen tan
cruciales para las grandes decisiones políticas, como lo es el acceso o la representatividad legisla­tivos. La nueva
administración pública no sólo trata de llevar al cabo los man­datos legislativos lo más eficiente y económicamente
posible, sino también de influir y ejecutar las medidas de política que más generalmente mejoran la calidad de vida de
todos. Una proposición política directa por parte del servidor público es esencial si las dependencias administrativas son
básicos campos de batalla de la política. Los partidarios de la nueva administración pública probablemente sean
partidarios directos de la igualdad social y, sin duda, buscarán clientela que los apoye. 

La administración pública clásica subraya el desarrollo y fortaleci­miento de las instituciones que fueron planeadas para
hacer frente a los problemas sociales. Sin embargo, el enfoque de la administración públi­ca ha tendido a pasar del
problema a la institución. La nueva adminis­tración pública intenta reconsiderar el problema y examinar diversos enfoques
institucionales posibles para enfrentar estos problemas. Las complejidades de muchos problemas públicos, como la
pobreza urbana, el consumo extendido de narcóticos, las altas tasas de delincuencia, etc., llevaron a los administradores
públicos a poner seriamente en duda inversión de cada vez más dinero y personal en instituciones que al parecer sólo
agudizan los problemas. Por consiguiente, tratan de modi­ficar estas instituciones o de inventar otras nuevas más
fáciles de cam­biar, destinadas a lograr soluciones más cercanas. La nueva administra­ción pública se preocupa
menos por el Departamento de Defensa que por la defensa, menos por las comisiones del servicio civil que por las
necesidades de personal de las dependencias administrativas, por una parte, y de las necesida­des de empleo de la
sociedad, por la otra; menos por formar instituciones y más por inventar diversos medios de resolver los problemas
públicos. No cabe duda de que estas opciones tienen algunas características organizativas reconocibles, y habrá que
formarlas y mantenerlas, pero tratarán de no convertirse en bu­rocracias atrincheradas no responsables, que devienen
en mayores proble­mas públicos que las situaciones sociales que originalmente habían tratado de mejorar. 
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El desplazamiento del énfasis en la formación y mantenimiento de instituciones hacia el énfasis en las anomalías
sociales encuentra una analogía importante en el estudio de la administración pública. La últi­ma generación de
estudiantes en general acepta tanto el positivismo lógico de Simon como su llamado a una teoría de la organización con
bases empíricas. Se centra en conceptos genéricos como la decisión, la función y la teoría de grupo para crear un conjunto
reconocible de teorías de la organización. Lo que buscan es afinidades de comportamiento en todos los ambientes de las
organizaciones.8 La organización y quienes están en ella son el referente empírico. El producto es, habitualmente,
descripción y no prescripción, y si es prescripción, prescribirá cómo administrar mejor internamente la organización. El tema
es, primero, organización, y segundo, el tipo de organización: privada, pública y vo­luntaria.9 Los dos principales
conjuntos de teoría que surgen de esta generación de trabajos son la teoría de la decisión y la de las relaciones humanas.
Ambas se consideran conductistas y positivistas. Ambas fue-ron al menos poderosamente influidas por la sociología, la
psicología social y la economía, tanto como por las ciencias políticas. 

La nueva administración pública propone lo que podría describirse como "conductismo de segunda generación". En
contraste con sus pro-genitores, el conductista de segunda generación subraya la parte pública de la administración
pública. Reconoce la importancia de comprender lo más científicamente posible cómo y por qué las organizaciones se
comportan como lo hacen, pero suele estar más interesado en el efecto de esa organización sobre su clientela y
viceversa. No es antipositivista ni anticientífico, aunque tal vez se muestre menos optimista ante la aplicabilidad del
modelo de las ciencias naturales a los fenómenos so­ciales. No es probable que utilice su conductismo como razón para
tratar simplemente de describir el comportamiento de las organizaciones pú­blicas.10 Tampoco se inclina a utilizar su
conductismo como fachada de la llamada neutralidad, pues es no poco escéptico ante la objetividad de quienes afirman
que están practicando una ciencia. Trata de utilizar sus habilidades científicas para mejorar su análisis, experimentación
y evaluación de las diversas políticas y modos administrativos. En suma, entonces, el conductista de segunda generación
es menos "genérico" y más "público" que su antecesor. Menos "descriptivo" y más "prescriptivo", menos "orientado
hacia las instituciones" y más "orientado hacia el efecto en el clien­te", menos "neutral" y más "normativo" y, hemos de
esperar, no menos científico. 

Esta ha sido una descripción breve y reconocidamente superficial de la nueva administración pública, desde la
perspectiva de un analista. Si esta descripción fue precisa, aunque lo haya sido sólo en parte, es abundantemente claro
que hoy están ocurriendo en la administración pública cambios fundamentales que tienen implicaciones sobresalien­tes
tanto para su estudio como para su práctica y para la conducta gene­ral del gobierno. El propósito último de este
capítulo es analizar el pro­bable efecto de la nueva administración pública sobre la teoría de la organización en particular y
sobre el estudio de la administración en general. (Aquí se emplea el término "teoría" en su sentido lato, como pensamiento
abstracto.) 

LA TEORÍA DE LA ORGANIZACIÓN Y LA NUEVA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

La comprensión de cualquier fenómeno exige dividir ese fenómeno en partes, y examinar cada parte en detalle. Al
comprender el gobierno esta separación, puede reflejar instituciones como los "campos" tradiciona­les de la ciencia
política: administración pública, conducta legislativa, derecho público, etc. Ahora bien, la separación puede ser
básicamente conceptual o teórica, como teoría de sistemas, teoría de decisiones, teoría de la función, teoría de grupo; todas
las cuales pasan al través de las diversas instituciones. 

La administración pública nunca ha tenido un conjunto de subcam­pos generalmente aceptado o satisfactorio. Las
categorías "presupues­tación", "administración de personal", "organización y administra­ción" son demasiado limitadoras,
demasiado orientadas hacia el "inte­rior de la organización" y teóricamente demasiado huecas. Las teorías de la gama
intermedia —decisiones, funciones, grupos, etc.— son más fuertes en lo teórico y han producido más en lo empírico, pero
aún tienden a centrarse casi exclusivamente en la dinámica interna de las organizaciones públicas. La nueva
administración pública pide una ma­nera diferente de subdividir el fenómeno, con el objeto de comprenderlo mejor. Este
analista sugiere que cuatro procesos básicos intervienen en las organizaciones públicas y, además, que estos
procesos son adecua-dos para comprender y mejorar la administración pública. Los cuatro procesos sugeridos son: el
distributivo, el integrativo, el de intercambio de límites y el socio emocional. 

El proceso distributivo 

La nueva administración pública tiene un interés vital en las pautas de distribución. Esto se relaciona, ante todo, con la
distribución externa de bienes y servicios a categorías particulares de personas, por razón de los beneficios resultantes de
la operación de programas administrados públicamente. 

El análisis de utilidad-costo o de beneficio-costo, es la principal téc­nica para tratar de comprender los resultados del
proceso distributivo. Esta forma de análisis intenta medir la utilidad de programas públicos particulares para las
personas. Como intenta proyectar los probables costos y beneficios de diversos programas, es una parte central de la
nueva administración pública. Es central, básicamente, porque ofrece medios científicos o cuasicientíficos, para tratar de
"llegar a" la cuestión de la igualdad. También ofrece una justificación conveniente o clási­ca de la administración pública
para la redistribución. Tomemos, por ejemplo, las justificaciones dadas por McNamara respecto de unas de-cisiones
basadas en el análisis de utilidad-costo en el Departamento de Defensa. Estas justificaciones en general se hicieron
sobre la base de nor­mas militares sustantivas. 

A causa del surgimiento de "sistemas de programación, planificación y presupuestación" empezamos a ver en la defensa de
las políticas de las varias oficinas y departamentos de gobierno, sus intentos por demos­trar su repercusión sobre la
sociedad en materia de utilidad. Wildavsky y Lindblom han argumentado que el análisis racional o de utilidad-costo es
difícil, si no imposible de realizar. Además, afirman, la toma racional de decisiones altera o modifica fundamentalmente
nuestro sistema po­lítico al enfrentarse a cuestiones políticas básicas dentro del ámbito del administrador. Hasta hoy,
han tenido empíricamente la razón. Desde el punto de vista normativo, son apologistas del pluralismo. El análisis de
costo-beneficio puede ser un medio eficaz para demostrar ciertas des-igualdades. Es un instrumento por el cual puede
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hacerse que legislatu­ras y burocracias defiendan públicamente sus decisiones distributivas. Lo que se infiere es que
un público bien informado de desigualdades flagrantes exigirá un cambio. 

Como el presupuesto ejecutivo, los sistemas de decisión racional o de costo-beneficio (PPB) aumentan el poder de los
ejecutivos y administra-dores y son, asimismo, parte de la nueva administración pública. Dado que la PPB se está
adaptando ampliamente en ciudades y estados yen el gobierno nacional, parece claro que la nueva administración
pública ocupará un lugar muy destacado sencillamente echando una ojeada a los procesos distributivos de gobierno
en uno o en los dos próximos decenios. En qué medida la PPB dé por resultado una redistribución que aumente la
igualdad social aún está por verse. 

El análisis de beneficios o utilidades en su forma menos prescriptiva y más descriptiva, conocida en la ciencia política
como "análisis de resultados de las políticas", intenta determinar los factores básicos que influyen o determinan la
variación de políticas» Por ejemplo, los "ana­listas de resultados" bosquejan la relación entre las variaciones del gasto
público (cantidad) y la calidad de los resultados de política ajena al gasto. El analista intenta determinar la relación entre
los niveles de gasto en la educación y el cociente de inteligencia, la factibilidad de encontrar empleo, la probabilidad de
ingresar en la universidad y productos simi­lares del proceso educativo. Este análisis se hace, en esencia, a posteriori,
y en realidad suele basarse en datos de censos relativamente anticuados. Por tanto, es útil para la nueva administración
pública, pero sólo como fundamento o trasfondo. 

Ahora está surgiendo una forma más nueva del análisis distributivo. Este enfoque se centra en la equidad de la
distribución de los servicios gubernamentales dentro de una jurisdicción, y hace preguntas como: ¿distribuye
equitativamente una junta escolar sus fondos a las escuelas y a los escolares de su jurisdicción o, en caso contrario, hay
inequidad en favor de los más o de los menos aventajados? ¿Se han distribuido equitativamente los servicios de
sanidad entre todos los vecindarios de la ciudad, o, en caso contrario, en qué dirección se encuentra la desigualdad y
cómo se la justifica? ¿Se ha distribuido equitativamente la ayuda estatal y federal y, en caso contrario, cómo se justifican
las desigualdades?12 

Las pautas de distribución interna de la organización forman parte tradicional de la teoría de la organización. La competencia
interna por dinero, personal, posición, espacio y prioridades es invariable en la teoría de la organización, como revelaría
cualquier lectura del Adminis­trative Science Quarterly. En esta bibliografía vemos hasta qué puntomuchas acciones del
gobierno están controladas esencialmente por cuerpos articulares de profesionales: educadores, médicos, abogados,
trabajadores sociales, etc. Vemos cómo envejecen las dependencias, se vuelven rígidas y dedican gran parte de sus
energías a competir con fines de simple supervivencia. Vemos hasta qué punto la distribución se vuelve lo que Wildavsky
llama una triangulación entre oficinas, legislaturas (en particular, comités legislativos) y ejecutivos electos y su personal
auxiliar 13 Por último, tenemos volúmenes enteros de hipótesis acumuladas o dispersas, que explican o intentan
explicar las pautas de decisión e intervienen en el proceso distributivo interno:" En la nueva administración pública, el
proceso distributivo interno probablemente mostrará menor disposición a hacer compromisos incrementales o
"negociar", y un poco más a la "confrontación adminis­trativa". Si los nuevos administradores públicos se encuentran en
las dependencias de personal del Ejecutivo, lo cual es muy probable, sin duda se mostrarán considerablemente más
tenaces que sus predeceso­res. El portavoz de una dependencia establecida bien puede haber aprendido a aumentar
su presupuesto, su personal, a controlar el acceso del público a los registros y a extender su espacio, como preparación
para los compromisos que ha aprendido a esperar. Ahora puede encon­trar a un fanático armado de datos, que
describa, con todo detalle el exceso de presupuesto, de personal o la supresión de registros. Por tanto, es probable que
una teoría de la organización basada princi­palmente en el tradicional proceso administrativo de negociación re­sulte
lamentablemente inadecuada. Existe la necesidad de crear una teoría que tome en cuenta la presencia de
administradores públicos mucho menos dispuestos a negociar que a correr riesgos políticos y administrativos. 

No es difícil predecir las posibles consecuencias de contar con admi­nistradores públicos generalistas, dispuestos a
racionalizar sus puestos y decisiones sobre la base de la igualdad social. La teoría administrativa explica relativamente
bien los resultados del uso de la eficiencia, la economía o la buena administración como razón de ser. Por ejemplo,
sabemos que estos argumentos son especialmente convincentes en los años en que las legislaturas y ejecutivos
elegidos por el público no de-sean aumentar los impuestos. Pero también que virtualmente cualquier cosa puede
justificarse bajo la rúbrica de "buena administración". Cuan-do los administradores públicos abandonan el puerto seguro
de esta retórica, ¿qué puede ocurrir? La mejor conjetura es: un conflicto más abierto sobre cuestiones básicas de
metas o propósitos. Algunos admi­nistradores triunfarán, pero no la mayoría; pues el sistema tiende a actuar en contra
del que busca el cambio y está dispuesto a correr riesgos por él. El probable resultado es un servicio civil sumamente
móvil y relativamente inestable en el nivel intermedio. Sin embargo, es probable que los nuevos administradores públicos
prefieran su retiro o alejamien­to del sistema después de un gran fracaso, que el retiro psíquico que hoy es común entre
los administradores. 

Por ejemplo, podríamos imaginar a un director de personal de una ciudad dispuesto a enfrentarse al jefe de policía y a la
burocracia policial por la cuestión de las normas de selección de los nuevos patrulleros. Podría alegar, apoyándose en
muchos datos, que las regulaciones de estatura y peso de los patrulleros no son realistas, y que discriminan
sistemáticamente a las minorías menesterosas. También podría argu­mentar que las acusaciones a menores por mala
conducta no debieran prohibir que, una vez adultos, fueran patrulleros. Si esto fuera un con­flicto abierto, pondría a las
minorías menesterosas en contra de la ma­yoría del consejo de la ciudad, tal vez contra el alcalde y seguramente contra
el jefe de policía y sus hombres (y, no cabe duda, contra la Aso­ciación de Caridad de la policía). Aunque el nuevo
administrador pú­blico estuviese perfectamente dispuesto a semejante confrontación, la teoría actual no concuerda bien
con lo que esto significa para el sistema político en general. 

El proceso integrativo 

Las jerarquías de autoridad son los medios principales por los cuales se coordina el trabajo de las personas en las
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organizaciones públicamente administradas. La jerarquía formal es la parte más obvia y fácil de iden­tificar en la
organización permanente. Se ve a los administradores como personas que desempeñan funciones en la jerarquía y
tareas que están integradas por todas las jerarquías para constituir un todo cohesivo, orientado hacia una meta. Por lo
general, el administrador público ha sido visto como quien construye y mantiene la organización en toda la jerarquía.
Intenta comprender las relaciones formales e informales, el estatuto, la política y el poder de las jerarquías de autoridad.
La jerarquía es, al mismo tiempo, un diseño ideal y un medio hospitalario para la persona que desee administrar,
controlar o dirigir el trabajo de grandes cantidades de personas. 

Las características contraproducentes de las jerarquías son bien cono­cidas.15 Probablemente la mejor manera de
interpretar la nueva admi­nistración pública sea decir que propone sistemas jerárquicos modifica-dos. Para modificar las
jerarquías tradicionales se utilizan varios me-dios, tanto en la teoría como en la práctica. El primero y tal vez más
conocido es la técnica de proyecto o de matriz.16 Por definición, el pro­yecto es temporal. El administrador de proyectos
y su personal son un equipo que trata de utilizar los servicios de jerarquías regularmente establecidas en una organización
continua. Mientras dure el proyecto, el administrador deberá obtener sus servicios técnicos de la jerarquía técnica de la
organización, sus servicios de personal del personal de la dependencia, sus servicios de presupuestación del
departamento de presupuesto, etc. Es evidente que el manejo del proyecto no sería eficaz si no recibiese un
considerable apoyo de los más altos niveles. Cuando surgen conflictos entre las necesidades del proyecto y las de
superviven­cia de las jerarquías establecidas, la administración superior debe deci­dir siempre en favor de los proyectos.
La principal ventaja de los pro­yectos es, desde luego, que pueden cesar. Mientras las burocracias no pierden su
estabilidad ni se autodestruyen, los proyectos sí. El concepto de proyecto es especialmente útil cuando se le asocia a
esfuerzos de mejoramiento, "de una sola vez", de maquinaria o de investigación y desarrollo, o de capital. Es sumamente
complejo en los círculos de inge­niería, y en teoría podría aplicarse a un gran número de problemas menos técnicos y
más sociales.17 La técnica de proyectos también es útil como recurso para supervisar y coordinar los contratos del
gobierno con la industria. 

Otros procedimientos para modificar las jerarquías son bien conoci­dos e incluyen el modelo de toma de decisiones en
grupo, la función de enlace y la llamada organización dialéctica 18 Desde luego, la descentra­lización auténtica es una
jerarquía fundamental de modificación.19 

La exploración y experimentación con estas técnicas es parte básica de la nueva administración pública. La búsqueda de
técnicas integrati­vas, menos estructuradas, formales y autoritarias en las organizaciones de administración pública
apenas está empezando. La preferencia por estos tipos de modos organizativos implica, ante todo, una relativa
to­lerancia a la variación. Esto incluye las variaciones de desempeño admi­nistrativo y las variaciones de procedimiento y
aplicaciones basadas en las diferencias de clientes o de grupos de clientes. También implica gran tolerancia a las
posibilidades de ineficiencia y deseconomía. En sentido muy general, esta preferencia constituye una disposición a trocar
los aumentos de participación y compromiso con la organización por posi­bles pérdidas de eficiencia y economía,
particularmente a largo plazo. Y a largo plazo, técnicas integrativas menos formales y autoritarias po­drían resultar más
eficientes y económicas. 

La defensa que hace la nueva administración pública de procesos integrativos menos formales tiene dos graves
dificultades. La primera es que podría surgir una falta de especialistas en administración pública que fueran
esencialmente programadores. El hombre de la nueva admi­nistración pública, que fue preparado como agente de
cambio y defen­sor de procesos integrativos informales y descentralizados, tal vez no sea capaz de construir y mantener
grandes organizaciones permanentes. Sin embargo, este problema podría no ser grave, porque los admi­nistradores, en
las diversas profesiones (educación, imposición de la ley, bienestar, etc.), a menudo son formadores, o por lo menos
protectores, de organizaciones muy capaces, de modo que un especialista de la ad­ministración pública podría
concentrarse en el cambio o en la modifica­ción de jerarquías construidas por otros. 

El segundo problema se encuentra en el conflicto permanente que se produce entre los administradores de alto y los de
bajo nivel en sistemas integrativos menos formales. Al describir el proceso distributivo en la administración pública, quedó
muy claro que los administradores pú­blicos de más alto nivel debían ser enérgicos y firmes. En esta descrip­ción del
proceso integrativo hay marcada preferencia por un alto grado de autonomía en la base de la organización. El único
modo de acomodar teóricamente esta contradicción es diseñar una organización en que los administradores públicos del
más alto nivel sean considerados como defensores de la política y revisores de la política general. Si muestran tener un
grado más bien alto de tolerancia hacia las variaciones en la aplicación de la política, se deberá suponer que los niveles
intermedios e inferiores de la organización podrían hacer uso de una tolerancia in­terpretativa vasta en la aplicación de sus
programas. Desde luego, este acomodo resulta precario, pero las relaciones administrativas entre el nivel más alto y el
más bajo constituyen un problema continuo en administración pública; y en el pasado, estos problemas tendieron
solucionarse en beneficio de los intereses de los altos niveles de la jerar­quía, en combinación con subdivisiones del
cuerpo legislativo y de po­derosos grupos de interés. La nueva administración pública busca un medio por el cual se
pueda favorecer a los niveles inferiores de la orga­nización y a las minorías menos poderosas. 

El proceso de intercambio de límites 

El proceso de intercambio de límites describe la relación general entre la organización públicamente administrada y sus
grupos y clientes de referencia. Estos incluyen legislaturas, ejecutivos electos, organizacio­nes de personal auxiliar,
clientes (organizados o particulares) y grupos de interés organizados. El proceso de intercambio de límites también
explica la relación entre los niveles de gobierno en un sistema federal. 

Como las organizaciones públicamente administradas se encuentran en un medio político, social y económico
competitivo, suelen buscar apoyo. Lo hacen, primero, encontrando una clientela que pueda cumplir una función enérgica
de defensa ante la legislatura, y luego creando una re­lación simbiótica entre la dependencia y comités o miembros clave
de la legislatura, después de lo cual tratarán de formar y de mantener una organización tan permanente como sea
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posible. 

Los procesos distributivo e integrativo que acabamos de describir exigen conceptos muy modificados sobre cómo
efectuar el intercambio de límites en la nueva administración pública.20 La futura teoría de la organización tendrá que dar
acomodo a la siguiente pauta de intercam­bios de límites. Primero, será necesario que las minorías que hasta hoy no lo
han hecho, participen mucho más en calidad de clientes. (Es injusto suponer que las minorías no participan ya como
clientes: granjeros, banqueros e industrias pesadas son minorías y tienen una elevada par­ticipación como clientes. En
este sentido, todas las organizaciones pú­blicas están orientadas hacia el "cliente".) Este cambio probablemente
anuncie un tipo diferente de participación. Hoy, en algunas de nuestras ciudades, se considera que una versión de este
tipo de participación es resultado de la lucha y de programas de acción comunitaria; también se le ve así en los campus de
algunas universidades. Una forma preferida de participación del cliente perteneciente a una minoría menesterosa serían
las pautas de comunicación rutinizadas con organizaciones des-centralizadas, capaces de tomar decisiones distributivas
que favorecie­ran los intereses de esas minorías, aun cuando fuera difícil justificar estas decisiones por su eficiencia o
economía. 

Desde un punto de vista muy general, este tipo de torna de decisiones ocurre en tiempos de guerra respecto a las
decisiones militares. También caracteriza las pautas de decisiones del programa Apolo de la Adminis­tración Nacional de
Aeronáutica y del Espacio. Ambos ejemplos carac­terizan los programas de máxima prioridad destinados a resolver
pro­blemas considerados como inmediatos y apremiantes. Incluyen una especie de presupuestación en reversa, en que
se ponen a disposición del proyecto grandes cantidades de fondos y se tolera un gran margen de gastos. La contabilidad
detallada se hace después del gasto y no antes. De ahí que sea una presupuestación en reversa. En estas condiciones,
se decide qué hacer y qué materiales se necesitan en los niveles bajos de la organización. Estas decisiones se toman
suponiendo que serán apoya-das y que los altos niveles de la organización aportarán los recursos necesarios. La
misma lógica podría aplicarse, sin duda, al ghetto. Podría establecerse un proyecto temporal en que el administrador y su
personal trabajaran con las burocracias permanentes de una ciudad, en un pro-grama de máxima prioridad destinado a
resolver necesidades de em­pleo, alojamiento, salud, educación y transporte de los residentes del ghetto. Probablemente
las decisiones y los procedimientos de un proyec­to variarían mucho de uno a otro, con base en las diferentes
circunstan­cias de su clientela y de los medios político-administrativos que se en­contraran. El director central del
proyecto toleraría las variaciones tanto en decisiones como en pautas de gastos, del mismo modo que el Depar­tamento
de Defensa y la NASA cubren sus gastos en tiempos de crisis. 

El peligro estaría en la tendencia de que los proyectos descen­tralizados fueran devorados por élites pluralistas locales.
El Servicio Selectivo de los Estados Unidos es un ejemplo de esta clase de "toma". Se necesitan altos niveles de
participación de los clientes minoritarios en desventaja para contrarrestar esta tendencia. Y sin embargo, será difícil
impedir que las nuevas minorías controladoras discriminen sistemáticamente a las viejas minorías controladoras. 

Por esta descripción de una relación de intercambio de límites, tal vez pueda predecirse que las dependencias
administrativas, particular-mente las descentralizadas, se vuelvan cada vez más el medio primario por el cual minorías
particulares encuentren su forma básica de repre­sentación política. Hoy existe esta situación en el caso de las minorías
que tienen grandes ventajas, y bien podría volverse el caso de las que están en desventaja. 

Es problemático determinar cuál es el medio que puede asegurar una gran participación de los clientes. El concepto de
participación máxima factible, aunque ha recibido pésimos comentarios de la prensa, proba­blemente obtuvo más éxito
de lo que la mayoría de los analistas recono­cería. La participación máxima factible ciertamente no aumentó la efi­ciencia
ni la economía de las actividades de la OEO, pero —tal vez esto sea lo más importante— sí dio a los residentes del ghetto, al
menos la impresión de que tenían capacidad para influir en las decisiones públi­cas que afectan su bienestar. En primer
lugar, una elevada participación de los clientes probablemente significa el empleo de los que se encuen­tran en
desventaja, cuando esto es factible; en segundo lugar, el empleo de juntas de revisión de los clientes o de agencias de
revisión; y en tercero, legislaturas descentralizadas, como el tipo buscado por el dis­trito escolar Brownhill en la
controversia por la descentralización en la Junta de Educación de la ciudad de Nueva York. 

El desarrollo de esta pauta de intercambio de límites anuncia el posi­ble desarrollo de nuevas formas de relaciones
intergubernamentales, en particular las relaciones fiscales. Los subsidios a estados y ciudades, y los subsidios de los
estados a las ciudades sin duda se extenderán, y pro­bablemente serán más igualitarios 21 Además, tal vez se
imponga alguna forma de compartir los impuestos. Habrá que reducir la debilidad fun­damental de la capacidad de
obtener ingresos que distingue a los gobier­nos locales. 

El uso de los procesos distributivos e integrativos antes descritos también podrían significar el desarrollo de nuevos
medios por los cuales los administradores se relacionen con sus legislaturas. Es probable que el funcionario electo siga
considerando su continuidad en el cargo como primer objetivo. Esto significa que una administración pública que uti­lice
procesos integrativos menos formales debe descubrir los medios para aumentar las probabilidades de que sean
reelectos los funcionarios que hoy ocupan los cargos. Las burocracias establecidas y centralizadas hacen esto de muy
diversas maneras; la mejor consiste en la construcción y mantenimiento de carreteras u otras instalaciones básicas en el
distrito de los legisladores, en el establecimiento de instalaciones que dan nu­merosos empleos, como edificios de
oficinas federales, tribunales de condados, recintos policiales, etc., y en la distribución de materiales de relaciones
públicas favorables al legislador en el cargo. La organiza­ción descentralizada parece especialmente apropiada para
prestar este tipo de servicio a los legisladores. Como consecuencia, es muja posible imaginar que los legisladores se
vuelvan enérgicos portavoces de buro­cracias menos jerárquicas y menos autoritarias. 

El proceso socioemocional 

La administración pública aquí descrita exigirá características a la vez individuales y de grupo que difieran de las que hoy
podemos ver. El difundido empleo de una preparación en sensibilidad, técnicas T o "desarrollo organizativo" es
compatible con la nueva administración públi­ca. Estas técnicas incluyen la disminución de la dependencia del indivi­duo
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en relación con la jerarquía, lo cual le permitirá tolerar conflictos y emociones y de hecho, en ciertas circunstancias,
prepararlo para correr mayores riesgos. Por el análisis anterior, es claro que las técnicas de ma­yor sensibilidad son
paralelas a los procesos distributivos, integrativos y de intercambio de límites, antes descritos. 

Las técnicas de preparación socioemocional son recursos fundamen­tales para el cambio administrativo. Hasta aquí, se
han empleado bási­camente para fortalecer o reorientar burocracias bien establecidas. En el futuro, se espera que se
empleen para ayudar a crear modos organiza­tivos descentralizados, y posiblemente orientados hacia los proyectos. 

Una reciente evaluación del Departamento de Estado de los Estados Unidos, hecha por Argyris, ilustra muy bien los
posibles efectos de la nueva administración pública sobre los procesos socioemocionales de las organizaciones.22
Argyris llegó a la conclusión de que el "Estado" es un sistema social caracterizado por retirarse individualmente de
di­ficultades y conflictos interpersonales; por una mínima apertura, nive­lación y confianza interpersonales; por retirarse de
la agresividad y las luchas; por la idea de que ser emocional es tanto como ser ineficiente o irracional; por el dominio de
los subordinados por los jefes; por una inconciencia del impacto personal de los líderes sobre otros; y por muy altos
niveles de conformidad, junto con bajos niveles de disposición a correr riesgos o asumir responsabilidades. Para corregir
estas "patolo­gías" organizativas, Argyris recomendó que: 

Se defina un programa de cambios a largo plazo, en que el objetivo sea cambiar el sistema de vida del Departamento
de Estado. 

La primera etapa del programa de cambio deba centrarse en la conducta y el estilo de liderazgo de los participantes de
mayor impor­tancia dentro del Departamento de Estado. 

Simultáneamente con la participación de los altos mandos, deban iniciarse actividades similares de cambio en cualquier
parte subordina-da que dé señales de estar dispuesta al cambio. 

Los procesos de cambio y desarrollo de la organización que sean creados, requieran la misma conducta y actitudes que
las que se deseen inculcar en el sistema (tomar mayor iniciativa, aumentar responsabili­dades, correr riesgos). 

En la medida en que las actividades de desarrollo de la organización produzcan un nivel superior de habilidad del
liderazgo y comiencen a reducir las defensas del sistema en el terreno de las relaciones interper­sonales, habrá que
ayudar a los participantes a empezar a reexaminar algunas de las políticas y actividades formales del Departamento de
Estado, que hoy pueden ser obstáculos a la eficiencia de la organización (evaluaciones y calificaciones de los
empleados, proceso de ascensos, inspecciones). Este reexamen debe efectuarse bajo la dirección de ejecu­tivos de línea,
con la ayuda de asesores, sean de dentro o de fuera. 

Las semejanzas e interdependencias entre administración y sustan­cia deben hacerse más explícitas, y ser más
generalmente aceptadas. 

Se debe aumentar inmediatamente la capacidad interna del Depar­tamento de Estado en las nuevas áreas de
conocimiento basado en las ciencias de la conducta. 

Se deberán crear programas de investigación a largo plazo, explo­rando el posible valor de las disciplinas de la conducta
para la dirección de la diplomacia. 

Las características del Departamento de Estado son —triste es decir-lo— comunes en las organizaciones de la administración
pública. Aun-que las recomendaciones de Argyris sean particulares para el "Estado", también son aplicables a todas
las organizaciones basadas en la jerarquía y sumamente autoritarias. 

Aunque la nueva administración pública está comprometida con una mayor igualdad social, lo anterior debe aclarar que
también es uno de sus objetivos lograr una organización interna que se aproxime más a la igualdad. 

CONCLUSIONES 

La búsqueda de la igualdad social da a la administración pública una auténtica base normativa. Como muchas
premisas de valor, decir igualdad social es casi como decir bandera, patria, mamá, o pastel de manza­na. Pero sin
duda, si la búsqueda de la igualdad social en la administra­ción pública es como la del Santo Grial, también lo son los
objetivos de los educadores, médicos, etc. Y sin embargo, parece que la nueva admi­nistración pública está alineada
con el bien, o posiblemente con Dios. 

¿Cuáles son los resultados probables de una administración pública que practique el trabajo sobre semejante base
normativa? Primero, la ad­ministración pública clásica, sobre la base de sus objetivos comúnmente expresados,
contará con el apoyo de los hombres de negocios y con las clases media y media superior, en sus secciones más
expresivas y edu­cadas. El éxito fenomenal del movimiento por la reforma municipal es prueba de ello. Si la nueva
administración pública intenta justificar o racionalizar su actitud sobre la base de la igualdad social, tendrá que cambiar
el apoyo que siempre ha recibido de sus fuentes tradicionales por el de las minorías hoy en desventaja. Acaso sea
posible que la nueva administración pública siga recibiendo apoyo de la gente culta y elo­cuente, si suponemos que esta
clase social se está comprometiendo cada vez más con los programas públicos que favorecen la igualdad, y menos
con los que no lo hacen. Sin embargo, parece que la nueva administra­ción pública deberá estar dispuesta a correr los
riesgos que implica semejante trueque, si es necesario hacerlo. 

Segundo, la nueva administración pública, en su búsqueda de la igualdad social, podría tropezar con los tipos de
oposición que el Tribunal Supremo ha experimentado en el último decenio. Es decir, una conside­rable oposición de los
funcionarios elegidos por su participación funda-mental en el modelado de la política social. El Tribunal, gracias a su
independencia, es menos vulnerable que la administración. Por tanto, podemos esperar mayores controles legislativos
sobre las dependencias administrativas y, particularmente, sobre las pautas distributivas de esas dependencias. 

Tercero, la nueva administración pública podría engendrar un siste­ma político en que los funcionarios elegidos hablaran
básicamente en nombre de la mayoría y por las minorías privilegiadas, mientras que los tribunales y los administradores
serían portavoces de las minorías en desventaja. Como los administradores trabajan en favor de una distri­bución
equitativa de los bienes públicos y privados, así los tribunales están interpretando la constitución cada vez más en esa
dirección. La hostilidad legislativa a esta acción podría ir dirigida contra la adminis­tración, sólo porque es la más vulnerable. 
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¿Qué decir de la nueva administración pública y de la academia? Primero consideremos la teoría y después la
academia. 

La teoría de la organización será influida en muy diversas maneras por la nueva administración pública. Se subrayará la
unicidad de la organización pública. La conducta administrativa interna —especiali­dad de la escuela administrativa
genérica y fundamento de mucho de lo que hoy se conoce como teoría de la organización— será parte de una
administración pública académica, pero será parte menos central. Su posición básica será ocupada por un enérgico
hincapié en los procesos distributivos y de intercambio de límites que antes hemos descrito. 

Los teóricos de inclinación cuantitativa probablemente se desplacen hacia a la economía de bienestar, o por lo menos
leerán muchos autores de esta corriente. De hecho, es posible imaginar a estos teóricos ejecu­tando un modelo o
paradigma de igualdad social tan robusto como el modelo de mercado del economista. Una vez elevada la igualdad
social a la categoría de objetivo supremo, casi como se considera a las utilida­des en economía, la formación de modelos
resulta relativamente senci­lla. Por ejemplo, podríamos crear teorías sobre la maximización de la igualdad, sobre la
igualdad a largo y a corto plazos, sobre la elasticidad de la igualdad, etc. La teoría y la investigación que podemos
encontrar en la revista Public Choice nos ofrecen un atisbo de esta posible evolución. Dicha labor están efectuándola
hoy básicamente economistas que, en general, tratan de crear variaciones sobre el modelo de mercado o con­cepto de
maximización de la utilidad individual. Los teóricos de la or­ganización pública, comprometidos con la igualdad social,
podrían con­tribuir mucho mediante la creación de modelos menos fijados a los ambientes de mercado o a la maximización
de la utilidad individual, y más en la distribución equitativa de los bienes públicos y privados y su libre acceso a
diferentes grupos o categorías de personas. Si se creara un modelo de igualdad completo se podrían evaluar en forma
bastante precisa los probables resultados de distintas posibilidades de política viendo si la alternativa aumenta o no la
igualdad. Los planes de un ingreso anual garantizado, el impuesto negativo sobre la renta, los programas Head Start,
Job Corps y otros podrían evaluarse por su potencial para maximizar la igualdad. 

Los teóricos de la organización pública menos inclinados hacia lo cuantitativo pero aún partidarios del conductismo, tal
vez se desplacen en dirección del "modelo consociado" de Kirkhart. Avanzarían en di­rección de la sociología, la
antropología y la psicología, particularmente en sus versiones existenciales, mientras que los de inclinaciones
cuanti­tativas probablemente pasarían a la economía como antes se la describió. Y desde luego, muchos teóricos
partidarios de la organización pública se quedarán con las teorías intermedias —función, grupo, comunicacio­nes,
decisiones, etc.— y no permanecerán al amparo de grandes teorías como el modelo consociado, el modelo de igualdad
social o el llamado modelo de sistemas. 

¿Qué significa la nueva administración pública para la academia? Hay algo perfectamente claro: hoy conocemos la
enorme diferencia que hay entre la "administración pública" y "el servicio público". La prime­ra está integrada por
generalistas de la administración pública y cierto personal auxiliar (análisis de sistemas, presupuestación, personal, etc.);
el último, por los profesionales que forman las escuelas, la policía, los tribunales, el servicio militar, las agencias de
beneficencia, etc. Los pro-gramas progresistas de administración pública en el medio académico tenderán puentes
firmes y permanentes con las escuelas profesionales en que se prepara a la mayoría de los servidores públicos. En
algunas escuelas se convertirá en realidad el concepto de administración pública como "segunda profesión" para los
abogados, maestros y trabajadoras sociales que están en el empleo público. 

Es probable que algunos programas de administración pública se vuelvan notablemente más filosóficos y normativos,
mientras que otros pasen a las técnicas de la administración cuantitativa. Necesitamos de ambos, y ambos deberán
hacer aportaciones. 

El retorno del análisis de políticas es seguro en ambos tipos-de escue­las. La buena administración por la buena
administración misma es cada vez menos importante para el estudioso de hoy. El análisis de políticas, "duro y objetivo"
en lo lógico y lo analítico, estará en el orden del día. 

Hasta hoy, nadie ha considerado particularmente emocionantes los programas académicos de administración pública.
La nueva adminis­tración pública tiene la oportunidad de modificar esto. Los programas que tratan de atraer y de
producir abiertamente "agentes de cambio" o "radicales determinados" están a años luz de la imagen de POSDCORB.
Y muchos de nosotros lo agradecemos. 
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